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I 

DE LA CONDICIÓN CIVIL DEL EXTRANJERO 



Adversas hostem acterna aucto- 
ritas esto. 



Entre los principios modernos del derecho penal 
internacional, pocos han sido tan umversalmente re- 
conocidos, á pesar de haberlo discutido con tanto em- 
peño ciertos tratadistas por efecto del apasionamiento 
de sus respectivas escuelas, como el derecho de im- 
pedir la entrada en el territorio de un Estado ó de 
expulsar del mismo á los extranjeros. 

Para poder fijar bien la extensión y alcance de este 
moderno derecho, considerado bajo su aspecto cien- 
tífico legal, conviene recordar, ante todo, lo que fué 
antiguamente la condición civil del extranjero y lo 
lentamente que se modificó hasta la trasformación com- 
pleta que hoy nos ofrece , después de pasar , casi sin 
alternativas y bruscamente, de la opresión y el sufri- 
miento á su actual situación, excepcionalmente privi- 
legiada. 

Efectivamente, una simple ojeada retrospectiva, 
permite ver que en la antigüedad los extranjeros no 
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eran hermanos sino vencidos, 6 bien hombres de otra 
raza, considerada siempre como inferior. 

En Atenas, la aversión al extranjero se refleja en 
toda su legislación. 

Roma consignaba en sus doce tablas el odio al ex- 
tranjero (i) confundiendo á éste (peregrinus) con el 
enemigo (hostis) cambiando indiferentemente su de- 
signación , prohibiéndole el asociarse al culto de los 
Dioses nacionales; el derecho al matrimonio (connw- 
bium), y á la propiedad quiritaria Dominium ex jure 
Quiritium)^ de lo que resultaba la imposibilidad de go- 
zar de la Patria potestad {Patria potestas) y de la 
agnación (jus agnationis)^ así como la incapacidad de 
poder emplear ninguno de los modos de adquirir la 
propiedad romana. 

Antonino Caracalla, al dar su constitución Sobre el 
estado civil de las personas (De Statum hominum^ 
lib. 17, Digesto), concediendo el derecho de ciudada- 
nía á todos los hombres libres que habitasen en el Im- 
perio el día de su promulgación , tuvo más en cuenta 
el dictar con ella una medida fiscal que aumentase el 
producto de las sucesiones, que la libertad de los ex- 
tranjeros, que continuaron en la misma condición que 
antes, hasta que mejoró algo ésta, posteriormente, Jus- 
tiniano. 

Los pueblos germanos, compuestos de cantones, 
cuyo número no se ha podido determinar hasta el día, 
designaban con tres nombres á los hombres libres ó 



(i) Ádversum hostcm aeterna auctoritas esto. 
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7 
ciudadanos de cada tribu. Entre los lombardos, eran 
Arimani; entre los anglo -sajones, Friborgi^ y entre los 
francos, Rachimburgi^ llamando en cambio todos War- 
ganei ó Gargangi^ esto es vagabundos, á los extran - 
jeros en general, y considerándolos además como fue- 
ra de la ley, por lo que á la menor falta podían ser 
perseguidos y muertos como fieras, ó bien reducidos 
á la esclavitud. 

Estos durísimos principios, tan contrarios á la no- 
toria hospitalidad de las costumbres de los germanos, 
que tanto se refleja en sus antiguas leyes, fueron, con 
los observados en Roma, de los que se diferencian 
poco, los que prevalecieron en toda Europa, donde los 
extranjeros estuvieron reducidos á la condición de co- 
lonos ó de siervos de la gleba, por espacio de muchí- 
simo tiempo, sin que en la misma Francia mejorase su 
situación, porque como dice Demangeat (i) si busca- 
mos los derechos públicos ó privados que se conce- 
dían á los extranjeros, hasta aquellos que no estaban 
reducidos á la condición de esclavos, nos vemos obli- 
gados á reconocer que las mismas exclusiones é inca- 
pacidades que existían en Germania, habían pasado 
el Rhin con los bárbaros y se naturalizan en nuestro 
suelo. 

Poco á poco y muy lentamente, empieza á mejorar 
la condición del extranjero; y desde que las leyes bár- 
baras fueron reemplazadas paulatinamente por el de- 



(i) Histoire de la condition civile des étrangers en France, 
página 49. 
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recho usual, la designación con que antes se le cono- 
cía de Gargangij Advenae ó Peregrino desaparece; 
empezando á usarse la de Aubano ó Albano para nom- 
brarle; y aunque perezosamente, su condición fué me- 
jorando, por más que siempre subsistió, aun después de 
la desaparición del feudalismo que consideró á los ex- 
tranjeros como esclavos del señor , en cuyas tierras 
habitaban, el llamado derecho de Aubana (i) que en 
Francia se cobró hasta el decreto de la Asamblea de 
6 de Agosto de 1 790, confirmado posteriormente por 
la Restauración en la ley de 14 de Julio de 18 19, que 
suprimió definitivamente este impuesto, verificándose 
así lenta y pausadamente la evolución de las leyes y 
costumbres que regulaban la condición del extranjero, 
desde considerarle como un enemigo ó como un escla- 
vo, hasta permitirle una existencia que, llena aún de 
restricciones, le permitía vivir casi en las condiciones 
de los nacionales; y de repente, en el presente siglo, 
desapareciendo por fin el derecho de Albana que li- 
mitaba el de sucesión, alcanzan, entre otras ventajas, 
hasta el fuero de extranjería, y por virtud de los pac- 
tos internacionales lograron por fin una situación que 
puede calificarse, sin reservas, de privilegiada res- 
pecto de los naturales del país; puesto que exentos de 
tributos extraordinarios, por dichos Tratados, lo han 
sido también de las cargas concejiles, y de otras cosas 



(1) Los Sres. Martos y Bravo designan este impuesto con 
elinombre de Aubana, que Riquelme llama Advenía, y Escriche, 
en su célebre Diccionario, Albana ó Álbinagio. 
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9 
no menos onerosas; encontrando, además, valioso 
apoyo en los representantes diplomáticos 6 consulares 
de su Patria, que son sus protectores naturales, reves- 
tidos de poder y de influencia para ayudarles, de 
modo que su condición merece que se considere hoy 
verdaderamente como superior á la del nacional, por 
estos y otros muchos conceptos. 

Claro es que hasta el presente siglo, considerado 
el extranjero más bien como tolerado que como ad- 
mitido en el territorio de un Estado, no podía abso- 
lutamente hacer nada contra sus leyes ni contra su 
tranquilidad interior ó exterior, y, por consiguiente, 
no era de presumir que hubiera necesidad de emplear 
hacia ellos medidas más rigurosas que las que la misma 
ley les imponía en su triste condición; pero al trocar 
ésta por la privilegiada que hoy disfrutan, no pueden 
pretender que se les otorgue la seguridad, que sólo 
pertenece al regnícola, de no ser compelido á mudar 
de domicilio y de permanecer siempre en el territo- 
rio, salvo el caso de una sentencia de tribunal com- 
petente que anule sus derechos, entre los que figura 
naturalmente éste; siendo, no sólo lógico, sino hasta 
equitativo, qué el extranjero que disfruta hoy de 
tantas ventajas sobre el nacional, quede por lo menos 
sujeto al juicio sumarísimo de la expulsión por vía 
administrativa, que casi todas las Naciones se reser- 
van la facultad de ejercitar, y que muchas hasta lo 
consignan en sus leyes, por más que esto no sea ne- 
cesario, porque el derecho de expulsión no es renun- 
ciable, y por lo tanto, existe lo mismo que esté táci- 
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tamente 6 no determinado por la ley; pudiendo ase- 
gurar, como se ha dicho ya, que esta facultad de la 
Soberanía es el justo contrapeso de la situación 
innegablemente ventajosa y excepcional creada hoy 
al extranjero por el Derecho positivo moderno. 



Digitized by 



Googk 



ti 



II 

DEL DERECHO DE EXPULSIÓN 



«El derecho de expulsar á un extran- 
»jero es uno de los complementarios de 
»la protección jurídica, fin del derecho 
»de castigar.» 

P. Fiore, Derecho Internacional pe^ 
nal, pág. 73. 



El derecho de expulsión, que es inherente á las 
facultades de la Soberanía, basadas en el Imperio y 
en el Dominio, no sólo está sancionado por la ciencia 
del moderno derecho internacional, sino que hasta los 
mismos que lo impugnan con mayor apasionamiento, 
concluyen por reconocerlo en ciertos casos, constitu- 
yendo las mismas excepciones y atenuaciones con que 
lo admiten la mejor prueba de que no pudiendo ne- 
garse en absoluto, es indiscutible su existencia. 

El mismo Doctor L. Von Brau, célebre profesor 
de Goettingen, en su notable trabajo sobre el derecho 
de expulsión, no puede menos de reconocerlo. Blunts- 
chli (i), á pesar de sostener que el derecho de expul- 



(i^ Droit inUrnational codifié, pág. 233, regla 383. 
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sar á los extranjeros no es un derecho absoluto del 
Estado, dice que se reconoce, sin embargo, en casi 
todas partes la facultad de expulsarlos por simple me- 
dida administrativa, y sin que las personas expulsadas 
puedan recurrir por esto á los Tribunales del país. 
Klüber (i), lo mismo que Moser, aunque emplea en 
defensa de este derecho el tan combatido de la nece- 
sidad (2), sin embargo encuentra valiosos argumentos 
fundados en el de conservación, el primero y más im- 
portante de los derechos internacionales absolutos y 
base de la mayoría de los demás, para probar que el 
Estado, no sólo tiene el derecho de impedir la entrada 
en su territorio, ó de expulsar del mismo á los extran- 
jeros, sino que en virtud de su obligación de proveer 
á su legítima defensa, puede considerarse hasta como 
un deber el hacerlo así; llevando tan lejos su demos- 
tración, que llega hasta á sentar como un principio 
inconcuso que la necesidad de atender á la propia 
conservación puede excusar plenamente cualquier 
acto en este sentido, aunque no se ajuste estricta- 
mente á la ley, alegando, como se ha dicho, el Status 
gentis extraordinarius, casus extremae necesitatis. 

Heinrich Geffcken, recuerda á este propósito que 
los Estados Unidos de América, cuyas hospitalarias 
leyes tanto se habían ensalzado antes, hoy á pesar de 
su espíritu democrático, han adoptado una disposición 
en virtud de la cual, todo emigrante debe justificar. 



(1) Droit des Gens de l^Europe, pág. 75. 
{2) Jus necesitatis. 
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13 
para poder ser admitido en su territorio, que posee 
ciertos recursos pecuniarios , sin los cuales no se les 
admite en la Unión (i). 

Fiore, que en una de sus obras (2), se muestra 
contrario eñ principio á la expulsión, reconoce, sin 
embargo, que por graves motivos de orden público ó 
por necesidades políticas, puede expulsarse al ex- 
tranjero, invocando el Salus populi suprema lex^ y 
añade (3): El extranjero puede ser expulsado por me- 
dio del procedimiento administrativo, cuando haya 
sido procesado; y por vía excepcional , en atención á 
graves razones de orden público, que se deben comu- 
nicar al Gobierno del país del expulsado. 

En virtud de la soberanía, puede también decre- 
tarse desde luego la expulsión, cuando esta medida 
sea necesaria para la seguridad pública ó por las ur- 
gentes exigencias de la administración pública. 

Se supone, dice después, que esta medida haya 
sido tomada en tiempo de paz; es decir, que en esta- 
do de guerra le parece de todo punto incuestionable. 

Más explícito aún, en otra de sus másnotables obras, 
dice (4): A la soberanía del Estado corresponde el de- 
recho de la publica potestasy el del Imperium y el de 
la jurisdictio, sobre todos los que habitan en su terri- 
torio, y de estos derechos se deriva la facultad del 



(1) Notas al Derecho internacional europeo^ de Heffter, pá- 
gina 143. 

(2) Derecho internacional penal, pág. 75. 

(3) ídem id, pág. 78. 

(4) Trattato di Diritto Interna^fionale^ tomo I, pág* 323. 
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Soberano, de expulsar á los extranjeros, cuando ur- 
gentes necesidades políticas ó administrativas justifi- 
quen este procedimiento. 

Dudley Field, que es uno de los más decididos ad- 
versarios del derecho de expulsión , no puede menos 
de reconocerlo hasta al sostener que (i): «Una Nación 
)>no puede expulsar á los miembros de las otras, sin 
T^una causa especial^ que se debe indicar al país á que 
^pertenece el expulsado.» 

Esperson, que también es de los que con más tra- 
bajo se decide á reconocer este derecho, confiesa que: 
«La expulsión del extranjero está justificada cuando 
>>se trata de la seguridad del Estado» (2), opinión que 
comparte también Woosley (3). 

Phillimore opina que: «Es máxima admitida en De- 
»recho internacional, que el Gobierno de un Estado 
»puede prohibir la entrada de los extranjeros en el 
»país, y por consiguiente determinar las reglas á que 
»deben ajustarse los permisos para poder residir en el 
»territorio, ó exigir que se marchen, y si es preciso 
^obligarles á ello» (4). 

Martens (5), sm restricción alguna , sostiene que 
»el Gobierno de cada Estado, tiene siempre el dere- 
»cho de obligar á los extranjeros que se encuentran 



(1) Projet d*un Code international^ pág. 174, regla 321 

(2) Della condi:(ione giuridica dello straniero, 

(3) De jure expellendi peregrini, 

(4) International Law, pág. 233. 

(5) Droit des Gens^ Hb. lU, cap. 3.^ 
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»en su territorio á salir de él, haciéndolos conducir 
»hasta las fronteras.» 

F. de Martens, aún más explícito, pues empieza 
por sentar como una de sus teorías que la emigración 
animo manendi^ presupone el abandono de su nacio- 
nalidad primitiva (i), con lo que quita al extranjero 
domiciliado toda probabilidad de protección (circuns- 
tancia que se explica por las disposiciones de la ley 
rusa, que, como la de Alemania y otras Naciones del 
Norte, limitan el tiempo que pueden residir en el ex- 
tranjero sus propios subditos), añade más adelante (2) 
que: «los extranjeros deben acatar las leyes y ordenan- 
zas del país en que residen, aunque sean desventajo- 
sas y vejatorias, diferentes de las de los demás Esta- 
dos, ó contrarias á una buena administración , pues si 
no les convienen son libres de quedarse ó de mar- 
charse, como mejor les parezca»; y con este motivo re- 
cuerda la expulsión de San Petersburgo del judío in- 
glés Lewihson, en 1881, por haber faltado ala ley de 
los judíos de Rusia , y que el Gobierno inglés com- 
prendió por fin que no debía insistir en sus reclama- 
ciones sobre este asunto, suspendiendo, al poco tiempo 
de iniciadas, sus gestiones. 

Heffter también (3) reconoce sin titubear este de- 
recho, diciendo: «Cada Estado es libre de fijar las 



(1) Traite de Droit International, traducción de Leo, Pa- 
rís, 1886, pág. 248, tomo I. 

(2) ídem id., págs. 447, 448, tomo I. 

(3) Le Droit international de bEurope, pág. 142, párr. 62. 
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acondiciones con que permite á los extranjeros entrar 
»y permanecer en su territorio. El Estado puede, en 
^interés del orden público, despedirlos individual 6 
»colectivamente, á menos que haya contraído obliga- 
»ciones en contrario con otras Potencias que se lo im- 
»pidan.» 

Calvo, por su parte, afirma categóricamente (i), 
que: todo Estado «tiene el derecho de admitir en su 
» territorio á los extranjeros, ó de excluirlos del mis- 
»mo, en caso de necesidad, por motivos de orden 
» público.» 

E. Bravo (2), sostiene decididamente que: «la 
» facultad de impedir la entrada en una Nación ó de 
>► expulsar de ella al extranjero, es indiscutible como 
» inherente á los derechos del Poder supremo de la 
» misma, que son, en suma, los de cualquier señor de 
»un territorio.» 

El Marqués de Olivart (3), dice que dentro de su 
territorio, puede prohibir todo Estado á sus naciona- 
les que salgan del mismo, así como también á los ex- 
tranjeros el que entren en él ; y aun en los casos 
gravísimos, impedir que éstos le comprometan ó le 
perjudiquen, expulsándolos y conduciéndolos á la 
frontera. 



fi) Le Droit international thiorique et pratique, tomo II, 
agina 189. 
(2) Derecho internacional privado, Madrid, 1886, tomo III, 
Ppágina 81. 

(3) Derecho internacional público, tomo If pág. 180. 
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De un modo más terminante aún expresa su opi- 
nión Billot, asegurando (i) que, como todo individuo, 
como todo ser organizado, el Estado tiene el derecho 
de velar por su propia conservación, y que, por lo 
tanto, puede rechazar á todo extranjero cuya presen- 
cia en el país constituye un peligro. Que este peligro 
pueda consistir en los actos que deban temerse del 
mismo, ó de las reclamaciones que pudiere suscitar de 
las Naciones extranjeras, importa poco, porque no se 
trata, ni puede tratarse en estos casos, de generosi- 
dad y de sentimientos, sino del derecho estricto que 
pertenece al país que sirve de refugio. Y este país 
tiene incuestionablemente el derecho de rechazar un 
huésped peligroso. La expulsión ó la extradición, son, 
en esta clase de asuntos, leyes de propia y legítima 
defensa. 

J. Durand (2), refiriéndose á la Ley francesa rela- 
tiva á este derecho, dice que: «el procedimiento admi- 
»nistrativo seguido respecto de los extranjeros que 
» residen en Francia y hayan incurrido en condenas 
»por delitos ó crímenes de derecho común, ú ofre- 
»ciendo, como vagabundos, algún peligro para la se- 
»guridad pública, depende de la aplicación del ar- 
»tículo 7.*^ de la Ley de 3 de Diciembre de 1849 (3). 



(1) De Pextradition, París, 1874, pág. 18. 

(2) Les étrangers devant la Loi frangaisey París, 1890, títu- 
lo II, pág. 67. 

(3) La Ley francesa de 3 de Diciembre de 1849, ^üce asi 
en su art. 7.^: Le Ministre de rintirieur pourra, par mesure 
de pólice, enjolndre, á tout étranger voyageant ou risidant en 
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Francia, hasta en sus pactos internacionales ha 
hecho reconocer su derecho á expulsar á los extran- 
jeros, á pssar de revestir éste de ciertas condiciones, 
que. después de todo, no hacen más que confirmarlo 
más y más; así se ve que en su Tratado celebrado 
con la República del Perú, el 9 de Marzo de 1861, 
estipula en su artículo III, que: «los miembros de una 
>^de las dos Naciones no pueden ser ni arrestados ni 
» expulsados del territorio de la otra, sin motivos bas- 
»tantes)> (i); con lo que se afirma aún más el reco- 
nocimiento del derecho de expulsión. 

Finalmente, si alguna duda pudiera quedar acerca 
del reconocimiento unánime del derecho en cuestión, 
bastaría recordar la terminante declaración hecha en 
el Congreso de Derecho Internacional celebrado en 
Lausana el año de 1888, cuyo texto es el siguiente: 
«La expulsión de los extranjeros, como medida de 
» policía, es un derecho al que los Estados no pueden 
» renunciar.» 

Foresta razón se advierte que casi todas las Na- 
ciones de Europa lo han consignado de un modo pre- 
ciso y claro en sus respectivas legislaciones: 



France, de sortir immédiatement du territoire frangais et le faire 
conduire a la frontiére, II aura le méme droit a Vigard de Vitran- 
ger qui aura obtenu Vautorisaiion d^itablir son domicile en 
F ranee; mais aprls un délai de deux moísy la mesure cessera 
d'^avoir effet si Vautorisation n'*a pas ét¿ revoquée suivant la for- 
me indiquie dans rarticle 3.)> (Par décission du Gouvernement, 
qui devra prendre Vavis du Conseil d'Etat,) 
(O De Clercq, 193. 
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Francia, en su Ley ya citada de 3 de Diciembre 
de 1849. 

Holanda, en la de 13 de Agosto del mismo año. 

Austria, también en su Ley de 27 de Julio de 1871 . 

Dinamarca, en la de 15 de Mayo de 1875. 

Alemania, en la de 20 de Octubre de 1878. 

La Gran Bretaña, á pesar de que su Habeas Cor- 
pus parecía garantizar su inmunidad á todos los que 
estuviesen en territorio inglés, ha autorizado al Go- 
bierno, por un bilí de 22 de Junio de 1882, para ex- 
pulsar de Irlanda á los extranjeros y á los mismos 
nacionales, cuando turben el orden público. 

Bélgica, ha adoptado igual principio en su Ley de 
6 de Febrero- de 1885. 

El Luxemburgo, en la de 26 de Diciembre de 1886. 

Italia, en la de 23 de Noviembre de 1890, art. 90. 

La misma República Helvética lo consigna nada 
menos que en el art. 70 de su •Constitución, y es 
inútil citar las Repúblicas del continente americano, 
porque en ellas la expulsión del extranjero es, por 
virtud de sus propias leyes, un simple acto de policía, 
basado en el parecer del Poder ejecutivo, que ejercita 
estas facultades hasta el abuso. 

Esto, sin embargo, no quiere decir que el silencio 
de las leyes, respecto á la expulsión de los extranje- 
ros, prive á un Estado de la facultad de ejercitarlo, 
como ya se ha dicho. 

Los adversarios de este derecho, fundándose pre- 
cisamente en los derechos y garantías otorgados al 
extranjero en la mayoría de las legislaciones de los 
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países civilizados, pretenden que, habiendo concedido 
el legislador, como sucede precisamente en España, 
el goce de los derechos civiles á los extranjeros, y 
por consecuencia aquelloá para cuyo uso la presencia 
real de la persona es una condición indispensable, 
todo su sistema caería por tierra si el poder político y 
administrativo pudiese por medio de la expulsión pri- 
var al extranjero de estas concesiones. 

A semejante afirmación se puede contestar con los 
mismos argumentos que emplea Fiore para combatir 
tal suposición; á saber: que el derecho de proveer á 
la conservación de la asociación política y de dictar 
las reglas de administración y de policía para ello, es 
uno de los incuestionables derechos de la Soberanía; 
y que, como además, respecto al orden político y 
administrativo, la condición de los extranjeros no es 
ni puede ser la misma que la de los nacionales, por- 
que los derechos políticos pertenecen exclusivamente 
á los regnícolas (y en el número de sus derivados 
está el de permanecer en el territorio de que es ciu- 
dano), claro es que semejante derecho no puede ser 
invocado de ninguna manera por el extranjero. 

Parece, pues, probado de un modo evidente, que 
la ciencia del moderno Derecho internacional, reco- 
noce, según la autorizada opinión de sus más respe- 
tados tratadistas, el perfecto derecho de los Estados 
Soberanos á expulsar los extranjeros que, de un modo 
ó de otro, puedan turbar la tranquilidad interior, 6 
constituyan una amenaza para la seguridad; y que 
todo lo más que se puede pretender en virtud del 
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Comitas gentiurriy es que la Nación que decreta una 
expulsión, lo participe, con inclusión de los motivos 
que haya tenido para determinarse á llevarla á cabo, 
al Gobierno del país á que pertenezca el extranjero 
expulsado. As( se ha practicado recientemente en 
toda Europa, con motivo de la expulsión general de 
los anarquistas, de todos bien conocida, y aceptada 
por todas las Potencias continentales. 
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III 

LEGISLACIÓN ESPAÑOLA 



Estudiado detenidamente el derecho de expul- 
sión con relación al Derecho Internacional, es conve- 
niente, como indispensable complemento, examinarlo 
también desde el punto de vista de la Legislación 
. española. 

España, á pesar de la opinión en contrario, ex- 
presada por algunos autores que tal vez no se hayan 
tomado el cuidado de comprobar la exactitud de sus 
afirmaciones, 6 á quienes molestaba en exceso la res- 
tricción religiosa consignada en todas las leyes, ha 
tratado siempre la condición del extranjero con tal 
amplitud de nairas y con tal espíritu de atracción, que 
tal vez no se encuentre en ninguna de las legislacio- 
nes de los países que más alardean de progreso y de 
espíritu democrático y tolerante. 

Ante todo, en España se ha dado gran importan- 
cia al fuero de extranjería, que algunos creen tuvo su 
origen en el tratado de Munster de 1648, por el cual 
Felipe IV concedió grandes exenciones y privilegios á 
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los subditos de los estados generales de las Provincias 
Unidas (i). Felipe V instituyó la jurisdicción de los 
jueces conservadores de extranjeros el 7 de Julio de 
1727, y la ley i.*,'tít. XXX, libro I de la Novísima 
Recopilación, dicta ya reglas para la seguridad de los 
romeros y extranjeros que vengan á estos reinos y 
vuelvan á su país. 

La condición civil de los extranjeros en España se 
establece por nuestras leyes, i.*^, 2,^, 3.^, 4.^ y 5.°^, 
libro I, tít. XIV; ley t.% tít. XXX, libro I, leyes i.% 
2 A 3A 4A 5A 6A 7A 8.^ 9." y loA tít. XI, li- 
bro VI de la Novísima Recopilación; Real decreto de 
17 de Octubre de 1851; artículos 12, 13, 14, 15 y 
16 del Real decreto de extranjería de 17 de Noviem- 
bre de 1852; sentencia del Tribunal Supremo de 4 de 
Junio de 1866, aclarando el párrafo segundo del ar- 
tículo 12 de dicho Real decreto de 1852; artículos 3.°, 
4.^, 9.°, II y 15 de la ley sobre asilo, de 4 de Di- 
ciembre de 1855; artículos 3.^ 4.^, 9.°, 11 y 15 de 
la Real orden de 26 de Junio de 1858, comunicando 
reglas para hacer mds eficaz la Real orden de Gober- 
nación de 23 de Julio de 1857 sobre vigilancia de los 
emigrados (2), y el art. 2.^ de la Constitución de la 
Monarquía de 1876. 

Respecto de las posesiones españolas de Ultramar, 
además de algunas de las leyes de Indias aún vigentes. 



(1) Riquelme: Elementos de Derecho público internacional^ 
lomo I, pág. 377. 

(2) Colección Legislativa, tomo LXXVI, pág. 402. 
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como las de exención » la condición de los extranjeros 
está determinada por la Real orden circular de 24 de 
Mayo de 1814, disponiendo que el mando político 
esté unido al de los Capitanes y Comandantes gene- 
rales; las Reales cédulas de 18 de Octubre de 181 7, y 
de 10 de Noviembre de 18 18; la Real orden de 14 de 
Enero de 18 19 sobre los extranjeros que se unan á 
los rebeldes; el Real decreto de 25 de Diciembre 
de 1823 volviendo á poner en vigor por su art. 2.° 
las leyes que regían en América hasta el 7 de Marzo 
de 1820; ley de extranjería de 9 de Mayo; 4 de Julio 
de 1870 y Reales órdenes de 6 de Agosto de 1874 
sobre impuestos extraordinarios; 18 de Junio de 1875 
sobre lo mismo, y de 20 de Enero 1877 acerca del 
pago de cédulas personales que corresponde á los ex- 
tranjeros. 

Esta amplia colección legislativa, en la que, por 
regla general, impera siempre un franco espíritu de 
atracción y de asimilación, ofrece numerosos ejemplos 
del cuidado que ha merecido siempre la conveniencia 
de consignar en nuestras leyes de un modo ó de otro 
el derecho de expulsión del extranjero, así como la 
reserva de la facultad de ejercitarlo; y por esto, sin 
duda, D. Emilio Bravo (i) afirma que España, á pesar 
de sus leyes favorables á la inmigración, se ha reser- 
vado siempre, como todas las Naciones, el derecho 
de expulsar del Reino á los extranjeros, individual 6 



(i) Derecho internacional privado, tAsidnd^ 1886, tomo III, 
pág. 94. 
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colectivamente, cuando ha creído que asi convenía al 
bien público ó á la seguridad del Estado. 

En efecto; este derecho se consigna en los artícu- 
los 13, 14, 15 y 1.6 del Real decreto de extranjería 
de 1852, en el art. 5.^ de la ley sobre el asilo de 1855 
y en el art. 3.*^ de la Real orden de 26 de Junio 
de 1858. Estando, además, tácitamente indicado cuan- 
do al tratar de la expulsión de los españoles del terri- 
torio del Reino, el art. 9.® de la Constitución, lo mis- 
mo que el art. 222 del Código penal (i), no se refie- 
ren á los extranjeros, como en otros anteriores, de- 
mostrando así que ni se trató ni se los quiso com- 
prender en dicha excepción. 

En América y en Filipinas, á más de las leyes ya 
dichas, y el Real decreto de 1823 que volvió á inves- 
tir á los Gobernadores generales de los más am- 
plios poderes, y entre ellos el de expulsar á todo el 
que turbase la tranquilidad pública en aquellas pose- 
siones; la Ley de extranjería de 1870 antes mencio- 
nada, confirma en sus arts. 20 y 28 el derecho de ex- 
pulsión. 

Además, y por si este derecho no estuviera clara- 
mente consignado y consagrado repetidas veces en 
varias de nuestras disposiciones legales, el Gobierno 
de S. M. dirigió el 12 de Febrero de 1892 una cir- 
cular á los representantes de España en el extranjero 
ordenándoles comunicasen á los Gobiernos cerca de 
los cuales estaban acreditados, que en uso de las 



(1) Código penal, libro 11, tit. II, art. 222. 
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facultades de su Soberanía, se proponía expulsar de 
aquellos territorios á todo extranjero de quien se sos* 
pechase que podía conspirar ó ayudar á los rebeldes, 
en cualquier forma que fuese. Esta circular fué con- 
testada sin protesta alguna, por Mr. Blaine, Secreta- 
rio de Estado en los Estados Unidos, en nota de 23 de 
Febrero del mismo año y no obtuvo el menor reparo 
de los demás Gobiernos. 

Sin embargo, el Gobierno español, siempre opues- 
to á medidas de rigor colectivas, sobre todo con los 
extranjeros, apenas ha hecho uso del derecho de ex*- 
pulsión, recordando ahora, entre los pocos casos que 
pueden citarse como más notables, el de la del Pro^ 
fesor de Filosofía, Mr. Charles Demieux, subdito fran- 
cés, decretada el 12 de Agosto de 1852; la del inglés 
Boyland, en 1854; y la del italiano Pedro Cerro, en 
1872; contra las que reclamaron sus respectivos Go- 
biernos, y sólo la primera quedó mantenida y firme, 
con el tácito asentimiento de la Embajada de Francia 
en esta corte. Los demás casos, insignificantes casi 
todos, no merecen la pena de llamar sobre ellos la * 
atención de nadie; como tampoco las expulsiones de 
anarquistas, á que han procedido recientemente las 
autoridades españolas, porque respondían á una espe- 
cie de acuerdo tácito internacional practicado á un 
tiempo por todos los Gobiernos, que han consagrado 
así de un modo solemne el derecho de expulsión en 
nuestros días. 

Sin necesidad, pues, de esforzar los argumentos 
ya expuestos, y sólo recordando la unanimidad de 
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pareceres, la casi igualdad de todas las legislaciones 
y la uniformidad de costumbres y de procedimientos 
entre los Estados europeos, basta para sentar como 
principio incuestionable de Derecho que la Suprema 
autoridad de cada Nación tiene el derecho, que en 
muchos casos puede convertirse en deber, de im- 
pedir la entrada en su territorio ó de expulsar del 
mismo á los extranjeros que puedan turbar la tran- 
quilidad pública ó que hagan causa común con los ene- 
migos de la Patria, á reserva de, como se ha venido 
practicando con motivo de las recientes expulsiones 
de anarquistas, dar cuenta de esta medida y de las 
causas que la han motivado al Gobierno á que perte- 
nezca el extranjero expulsado; y esto más bien por 
una razonable interpretación del Comitas gentium que 
por deber estricto, que en realidad ni existe ni puede 
exigirse más que amistosamente. 



FIN 



Madrid 21 de Mayo de 1895. 
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